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QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE 
DICHO RECURSO CONTRA EL AUTO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE ADMITE UNA INSPECCIÓN 
OCULAR OFRECIDA FUERA DEL PLAZO LEGALMENTE ESTABLECIDO PARA ELLO. 
Si se toman en consideración los requisitos previstos por la fracción VI del artículo 95 de 
la Ley de Amparo, se concluye que el recurso de queja que prevé dicha porción 
normativa procede contra el auto que admite una inspección ocular ofrecida fuera 
del plazo establecido por el diverso numeral 151 de la ley de la materia, toda vez que 
se trata de una resolución emitida por un Juez de Distrito durante la tramitación del 
juicio de garantías, que no es impugnable a través del recurso de revisión y que, por su 
naturaleza grave y trascendental, puede causar daño o perjuicio a alguna de las 
partes, no reparable en la sentencia definitiva. Esto último, porque admitir la citada 
probanza durante el trámite del juicio de garantías, en lugar de tenerla por anunciada 
y reservar su admisión para la audiencia constitucional, impide que el juzgador pueda 
verificar la procedencia de dicho medio probatorio en esa etapa posterior, lo que, a su 
vez, puede ocasionar que tenga que valorarse al momento de resolverse el juicio de 
amparo. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
Queja 86/2011. Manuel Alberto Roa Muñiz. 31 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jesús R. Sandoval Pinzón. Secretario: Juan Carlos Domínguez Rodríguez. 
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SENTENCIAS DE AMPARO INDIRECTO. LOS PUNTOS RESOLUTIVOS NO RECURRIDOS POR LA 
PARTE A QUIEN PERJUDICA, NO SON MATERIA DE LA REVISIÓN HECHA VALER POR SU 
CONTRAPARTE. 
   
 Cuando los puntos resolutivos de la sentencia recurrida, en uno se sobresee y en el otro 
se concede el amparo, y el primero no es impugnado por la parte a quien perjudica 
(quejoso) a través de la revisión, esa omisión implica que no sea materia de la 
interpuesta por su contraparte (tercero perjudicado), y por ello, tal sobreseimiento 
debe quedar firme por los fundamentos y consideraciones legales que lo sustentan. 
   
 PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
 Amparo en revisión 419/88. Andrés Hernández Hernández. 31 de enero de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. Secretario: Martín Amador 
Ibarra. 
Amparo en revisión 197/89. Antonio Olvera Cruz y otros. 11 de julio de 1989. Unanimidad 
de votos. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. Secretario: Martín Amador Ibarra. 
Amparo en revisión 229/89. José Javier Pérez Machorro. 10 de agosto de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. Secretario: Manuel Acosta 
Tzintzun. 
Amparo en revisión 151/2011. Juana Bernardino Meza o Juana María Josefa Bernardino 
Meza. 4 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Zayas Roldán. 
Secretaria: Mariana Zárate Sanabia. 
Incidente de suspensión (revisión) 121/2011. **********. 4 de mayo de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Enrique Zayas Roldán. Secretaria: Mariana Zárate Sanabia. 
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RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. 
 
Ningún derecho fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten restricciones. 
Sin embargo, la regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Para que las 
medidas emitidas por el legislador ordinario con el propósito de restringir los derechos 
fundamentales sean válidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser 
admisibles dentro del ámbito constitucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede 
restringir o suspender el ejercicio de las garantías individuales con objetivos que 
puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias 
para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional, 
es decir, no basta que la restricción sea en términos amplios útil para la obtención de 
esos objetivos, sino que debe ser la idónea para su realización, lo que significa que el 
fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios 
menos restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la 
medida legislativa debe respetar una correspondencia entre la importancia del fin 
buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e 
intereses constitucionales, en el entendido de que la persecución de un objetivo 
constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida 
a otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe 
determinar en cada caso si la restricción legislativa a un derecho fundamental es, en 
primer lugar, admisible dadas las previsiones constitucionales, en segundo lugar, si es el 
medio necesario para proteger esos fines o intereses constitucionalmente amparados, 
al no existir opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer lugar, si la 
distinción legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento que pueden 
considerarse proporcionales. De igual manera, las restricciones deberán estar en 
consonancia con la ley, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, y 
ser compatibles con la naturaleza de los derechos amparados por la Constitución, en 
aras de la consecución de los objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente 
necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrática. 
Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
Amparo en revisión 1215/2008. Jorge Armando Perales Trejo. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su 
ausencia hizo suyo el asunto el Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
Amparo en revisión 75/2009. Blanca Delia Rentería Torres y otra. 18 de marzo de 2009. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
Amparo directo en revisión 1675/2009. Camionera del Golfo, S.A. de C.V. 18 de 
noviembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
Amparo directo en revisión 1584/2011. 26 de octubre de 2011. Cinco votos. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
Tesis de jurisprudencia 2/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de ocho de febrero de dos mil doce. 
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PENAS. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
De la interpretación del citado precepto constitucional se advierte que la gravedad 
de la pena debe ser proporcional a la del hecho antijurídico y del grado de afectación 
al bien jurídico protegido; de manera que las penas más graves deben dirigirse a los 
tipos penales que protegen los bienes jurídicos más importantes. Así, el legislador debe 
atender a tal principio de proporcionalidad al establecer en la ley tanto las penas 
como el sistema para su imposición, y si bien es cierto que decide el contenido de las 
normas penales y de sus consecuencias jurídicas conforme al principio de autonomía 
legislativa, también lo es que cuando ejerce dicha facultad no puede actuar a su libre 
arbitrio, sino que debe observar los postulados contenidos en la Constitución General 
de la República; de ahí que su actuación esté sujeta al escrutinio del órgano de control 
constitucional -la legislación penal no está constitucionalmente exenta-, pues la 
decisión que se emita al respecto habrá de depender del respeto irrestricto al indicado 
principio constitucional. 
Amparo directo en revisión 1405/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
Amparo directo en revisión 1207/2010. 25 de agosto de 2010. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre. 
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
Amparo directo en revisión 368/2011. 27 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Moisés Martínez Abrica. 
Amparo directo en revisión 1093/2011. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime Santana Turral. 
Tesis de jurisprudencia 3/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de ocho de febrero de dos mil doce. 
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OPOSICIÓN DE LAS PARTES PARA LA PUBLICACIÓN DE SUS DATOS PERSONALES EN 
ASUNTOS SEGUIDOS ANTE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. SI EL 
JUEZ DE DISTRITO OMITE PROVEER LO RELATIVO A DICHA SOLICITUD, EL TRIBUNAL REVISOR 
DEBE HACERLO DE OFICIO, AUN CUANDO NO SE EXPONGA EL AGRAVIO 
CORRESPONDIENTE. 
Conforme a una interpretación sistemática de los artículos 6o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;3, fracción XIV, inciso c), 4, fracción III, y 8 de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así 
como del precepto 8 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 
del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se colige que el 
derecho fundamental de las partes a la oposición de la publicación de sus datos 
personales puede ejercerse en cualquier instancia seguida ante los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, quienes están obligados a 
garantizarlo en los términos y con las excepciones que fijen las leyes; 
consecuentemente, ante la omisión del Juez de Distrito de proveer lo relativo a la 
solicitud de mérito, el tribunal revisor debe hacerlo de oficio, aun cuando no se hubiera 
expuesto el agravio correspondiente. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL. 
Amparo en revisión 668/2011. Duro Felguera Power México, S.A. de C.V. 30 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Gaspar Paulín Carmona. 
Secretario: Luis Benítez Alcántara. 
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INCONFORMIDAD CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE TIENE POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA 
EMITIDA EN AMPARO DIRECTO. PARA CONSIDERAR CUMPLIDO EL FALLO PROTECTOR DEBE 
REALIZARSE UN EXAMEN COMPARATIVO GENERAL O BÁSICO A FIN DE CONOCER SI LA 
FORMA DE REPONER EL PROCEDIMIENTO O LA EMISIÓN DE LA NUEVA RESOLUCIÓN 
ACATA TODOS Y CADA UNO DE LOS ASPECTOS DEFINIDOS EN EL JUICIO DE GARANTÍAS. 
Conforme al artículo 105, tercer párrafo, de la Ley de Amparo, procede la 
inconformidad contra el auto que tenga por cumplida la ejecutoria que concede la 
protección de la Justicia Federal. Ahora bien, para tener por cumplida una sentencia 
de amparo directo que otorgó la protección por violaciones cometidas en la secuela 
del procedimiento o en la sentencia o laudo reclamados, no basta con que la 
autoridad responsable reponga el procedimiento o deje insubsistente la resolución 
respectiva sustituyéndola por otra para considerar que con ello se restituye a la quejosa 
en el goce del derecho fundamental transgredido, sino que es necesario realizar un 
examen comparativo general o básico para conocer si la forma de reponer el 
procedimiento o la emisión de la nueva resolución acata todos y cada uno de los 
aspectos definidos en el juicio de amparo como violatorios de derechos sustantivos, 
incluyendo la hipótesis en que se haya dejado en libertad de jurisdicción a la 
responsable, pues es posible que el tribunal de amparo haya ordenado la reiteración 
de ciertos puntos o definido la manera de decidir sobre algunos aspectos. De manera 
que sólo a través de dicho estudio podrá advertirse si se alcanza el efecto restitutorio 
del amparo, conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo, además de no extralimitar la 
materia de la inconformidad pronunciándose sobre temas de debido, exceso o 
defecto en el cumplimiento de la ejecutoria, o de repetición del acto reclamado, 
revisables a través de distintos medios de defensa con características y naturaleza 
propias. 
Inconformidad 435/2010. Sergio Morales Hernández. 26 de enero de 2011. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo 
Espinosa. 
Inconformidad 175/2011. Elisabeth Kathleen Foley Connell. 18 de mayo de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
Inconformidad 160/2011. Bernardino Enrique Ramírez Alva. 25 de mayo de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
Inconformidad 278/2011. José García Dávila. 10 de agosto de 2011. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
Inconformidad 289/2011. Colegio de Educación Profesional Técnica del Estado de 
Michoacán (CONALEPMICH). 10 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
Tesis de jurisprudencia 130/2011 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil once. 
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INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA TRATÁNDOSE DE EJECUTORIAS QUE 
CONCEDEN EL AMPARO Y QUE TIENEN COMO EFECTO LA DEVOLUCIÓN DE CANTIDAD 
LÍQUIDA, RELATIVA A LA SUBCUENTA DE VIVIENDA DE LA CUENTA INDIVIDUAL DEL 
TRABAJADOR DERIVADA DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO OCTAVO 
TRANSITORIO DEL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE 
ENERO DE 1997 POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA LA LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO 
NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. PREVIO A SU TRÁMITE, ES 
MENESTER QUE EL JUEZ DE DISTRITO RECABE LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA 
DETERMINAR LA CANTIDAD QUE DEBERÁ ENTREGARSE EN NUMERARIO. 
El incidente de inejecución de sentencia es un medio para exigir el cumplimiento de 
una sentencia de amparo, de manera que tratándose de ejecutorias que conceden el 
amparo que tengan como efecto la devolución de la cantidad líquida relativa a la 
subcuenta de vivienda de la cuenta individual del trabajador, derivada de la 
inconstitucionalidad del artículo octavo transitorio del decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis 
de enero de mil novecientos noventa y siete, es menester que, previo a tramitar el 
referido incidente de inejecución, se establezca el monto líquido que deberá 
entregarse, para lo cual, el Juez de Distrito deberá recabar los elementos necesarios 
para estar en aptitud de determinar la cantidad en numerario a devolver como 
consecuencia del amparo otorgado por los conceptos demandados, en el entendido 
de que para el caso de los rendimientos, las partes tendrán expedito su derecho de 
inconformarse con su cuantificación, a través de los medios que estimen procedentes, 
con el fin de que las autoridades obligadas al cumplimiento de la ejecutoria de 
amparo hayan contado con los elementos suficientes para ello y, en tal virtud, no 
puedan alegar un motivo para evadir su observancia. 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
Incidente de inejecución 34/2011. María de Lourdes Sánchez Álvarez. 16 de junio de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretario: Augusto 
Santiago Lira. 
Incidente de inejecución 25/2011. Leonardo Escalante Ortiz. 30 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Claudia Gabriela Soto 
Calleja. 
Incidente de inejecución 19/2011. Carlos Nava Martínez. 7 de julio de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Lourdes Patricia Muñoz Illescas. 
Incidente de inejecución 26/2011. María Esperanza Velazco Álvarez. 7 de julio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Lourdes Patricia Muñoz 
Illescas. 
Incidente de inejecución 24/2011. Bonnie Catherine Baker Hartman. 14 de julio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Lourdes Patricia Muñoz 
Illescas. 
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INCIDENTE DE INCONFORMIDAD. DEBE DECLARARSE FUNDADO EL PROMOVIDO CONTRA 
LA DETERMINACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO QUE TIENE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA QUE 
CONCEDIÓ EL AMPARO POR VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE IMPARTICIÓN DE JUSTICIA 
PRONTA, SI LA JUNTA NO HA DICTADO EL LAUDO EN EL JUICIO NATURAL. 
De una interpretación armónica de la jurisprudencia P./J. 87/2010, en relación con las 
diversas 2a./J. 44/2007 y 2a./J. 45/2007, sustentadas, la primera por el Pleno, y las 
restantes por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros: 
"INCIDENTES DE INEJECUCIÓN E INCONFORMIDAD. DISTINCIÓN ENTRE LOS CONCEPTOS 
‘PRINCIPIO DE EJECUCIÓN’ Y ‘CUMPLIMIENTO PARCIAL’, PARA DETERMINAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO.", "AMPARO. PROCEDE CONTRA LAS 
OMISIONES Y DILACIONES EN EL TRÁMITE DE UN JUICIO LABORAL DENTRO DE LOS PLAZOS 
Y TÉRMINOS LEGALES, AUN TRATÁNDOSE DE LAS SUBSECUENTES A LAS RECLAMADAS."; y 
"SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO SE CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
POR VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE IMPARTICIÓN DE JUSTICIA PRONTA, SUS EFECTOS 
DEBEN COMPRENDER NO SÓLO LAS OMISIONES Y DILACIONES DE TRAMITAR UN JUICIO 
LABORAL DENTRO DE LOS PLAZOS Y TÉRMINOS LEGALES, SEÑALADAS EN LA DEMANDA 
DE GARANTÍAS, SINO TAMBIÉN LAS SUBSECUENTES."; se concluye que en los juicios de 
amparo indirecto en los que se reclama la violación al artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo al derecho a la impartición de justicia 
pronta, en los que además se otorgó la protección constitucional, no basta con que la 
autoridad responsable realice actos procesales necesarios para poner el juicio en 
estado de resolución, para que, con ello, pueda estimarse un "cumplimiento parcial" 
de la sentencia de amparo y, con ello, en términos de la primera de las jurisprudencias 
citadas, declararla cumplida, pues al ser el señalado precepto constitucional el 
garante del acceso a la justicia pronta para todos los gobernados, debe entenderse 
que el objetivo principal de acudir al juicio de amparo, en estos casos, es que se 
constriña a la responsable a resolver un conflicto a través del dictado de la sentencia o 
laudo respectivo, de modo que la verificación de las diligencias y actos procesales 
previos a dicha sentencia o laudo sólo pueden considerarse como actos preparatorios 
para resolver el asunto, mas no suficientes o idóneos para constituir un cumplimiento 
parcial de la sentencia, pues, se insiste, el objetivo de la referida garantía constitucional 
no se enfoca a la obtención por parte del gobernado de la actuación procesal de la 
autoridad, sino a que ésta actúe como resolutora del conflicto planteado. 
Consecuentemente, si el Juez de Distrito declara cumplida la sentencia de amparo por 
el hecho de que la responsable desahogó pruebas, recabó otras más y puso el juicio 
en estado de resolución, estimando con ello que existe un "cumplimiento parcial", 
suficiente para tenerla por cumplida, debe declararse fundado el incidente de 
inconformidad que se interponga contra el auto relativo del Juez de garantías, pues en 
ese tipo de amparos, dada la completitud que exige el citado artículo 17, solamente el 
dictado del laudo puede dar lugar a declarar cumplida la sentencia de amparo 
concesoria por violación del mencionado precepto constitucional, puesto que 
únicamente al emitirse la decisión del derecho con la que habrá de culminar el juicio, 
se podrá estimar restituido al quejoso en el pleno goce de la garantía de mérito. 
Inconformidad 15/2011. Mario Gil Serrano Vizuet. 21 de septiembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Franco Luna, Juez de Distrito en el cargo de 
Magistrado de Circuito. Secretaria: Isela Jayme Salas. 
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Nota: Las tesis P./J. 87/2010, 2a./J. 44/2007 y 2a./J. 45/2007 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomos XXXII, septiembre de 2010 y XXV, abril de 2007, páginas 6, 373 y 528, 
respectivamente. 
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IMPARCIALIDAD. CONTENIDO DEL PRINCIPIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL. 
El principio de imparcialidad que consagra el artículo 17 constitucional, es una 
condición esencial que debe revestir a los juzgadores que tienen a su cargo el ejercicio 
de la función jurisdiccional, la cual consiste en el deber que tienen de ser ajenos o 
extraños a los intereses de las partes en controversia y de dirigir y resolver el juicio sin 
favorecer indebidamente a ninguna de ellas. Así, el referido principio debe entenderse 
en dos dimensiones: a) la subjetiva, que es la relativa a las condiciones personales del 
juzgador, misma que en buena medida se traduce en los impedimentos que pudieran 
existir en los negocios de que conozca, y b) la objetiva, que se refiere a las condiciones 
normativas respecto de las cuales debe resolver el juzgador, es decir, los presupuestos 
de ley que deben ser aplicados por el juez al analizar un caso y resolverlo en un 
determinado sentido. Por lo tanto, si por un lado, la norma reclamada no prevé ningún 
supuesto que imponga al juzgador una condición personal que le obligue a fallar en un 
determinado sentido, y por el otro, tampoco se le impone ninguna obligación para 
que el juzgador actúe en un determinado sentido a partir de lo resuelto en una diversa 
resolución, es claro que no se atenta contra el contenido de las dos dimensiones que 
integran el principio de imparcialidad garantizado en la Constitución Federal. 
Amparo directo en revisión 944/2005. Distribuidora Malsa, S.A. de C.V. 13 de julio de 
2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Mariana Mureddu Gilabert. 
Amparo en revisión 337/2009. Jorge Morales Blázquez. 13 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre. 
Amparo directo en revisión 1449/2009. Pompeyo Cruz González. 25 de mayo de 2011. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
Amparo directo en revisión 1450/2009. Sabino Flores Cruz. 25 de mayo de 2011. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
Amparo en revisión 131/2011. Joel Piñón Jiménez. 1o. de junio de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. Tesis de jurisprudencia 1/2012 (9a.). 
Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de 
febrero de dos mil doce. 
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EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. SU INCORRECTA PRECISIÓN CONSTITUYE UNA 
INCONGRUENCIA QUE DEBE SER REPARADA POR EL TRIBUNAL REVISOR, AUNQUE SOBRE EL 
PARTICULAR NO SE HAYA EXPUESTO AGRAVIO ALGUNO. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el principio de 
congruencia externa de las sentencias estriba en que éstas deben dictarse en 
concordancia con la demanda y la contestación formuladas por las partes, de 
manera que su transgresión se presenta cuando la parte dispositiva de la sentencia no 
guarda relación con la pretensión de las partes, concediendo o negando lo que no 
fue solicitado. Ahora bien, si en una sentencia que concede el amparo se precisan 
efectos que no son consecuencia directa de la ineficacia de la ley declarada 
inconstitucional, se está ante una incongruencia externa, toda vez que los efectos del 
amparo tienen estrecha vinculación con el acto reclamado, y según su naturaleza, ya 
sea de carácter positivo o negativo, se precisarán los alcances de la sentencia 
protectora, con el fin de restituir al agraviado en el goce de sus garantías individuales 
violadas, por lo que los efectos del amparo son una consecuencia del 
pronunciamiento de inconstitucionalidad, y su determinación depende de la 
naturaleza del acto reclamado, o de la interpretación y alcance de la norma 
declarada inconstitucional, según se trate. En esas condiciones, como el dictado de las 
sentencias de amparo y su correcta formulación es una cuestión de orden público, 
ante la incongruencia de los efectos precisados por el juzgador de primer grado, en 
relación con la pretensión del quejoso, según la naturaleza del acto reclamado y en 
atención, en su caso, a la interpretación de la norma declarada inconstitucional, debe 
prevalecer el sentido general de la parte considerativa, a fin de que los derechos, 
obligaciones o facultades de cualquiera de las partes, se limiten al verdadero alcance 
de la ejecutoria, sin incluir beneficios o prerrogativas que no sean consecuencia 
directa de la ineficiencia del acto declarado inconstitucional; de ahí que el tribunal 
revisor debe corregir de oficio la incongruencia de que se trate aunque no exista 
agravio al respecto. 
Amparo en revisión 726/2004. Edificaciones Esmart, S.A. de C.V. 7 de julio de 2004. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis Fernando 
Angulo Jacobo. 
Amparo en revisión 1593/2005. Gasolinera Patria, S.A. de C.V. 30 de noviembre de 2005. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa Rangel. 
Amparo en revisión 1046/2007. María de Lourdes Nilvia Rivera Vélez. 16 de enero de 
2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles. 
Amparo directo en revisión 488/2010. Instituto de Ciencias y Estudios Superiores de 
Tamaulipas, A.C. 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
Amparo en revisión 720/2011. Trinity Industries de México, S. de R.L. de C.V. 11 de enero 
de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
Tesis de jurisprudencia 4/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de ocho de febrero de dos mil doce. 
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DERECHOS FUNDAMENTALES. OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES DE GARANTIZARLOS. 
 El poder público sólo se ejerce por las autoridades legítimamente constituidas, de 
manera que el sistema jurídico del Estado Mexicano no comparte ese ejercicio con los 
poderes fácticos ni éstos son reconocidos por aquel poder a fin de que se pongan en 
un plano de supra a subordinación respecto de las personas particulares; de ahí que 
dichas autoridades deben garantizar que los particulares no sean perturbados en sus 
derechos fundamentales ni éstos menoscabados o desconocidos por otra parte, 
persona o por algún fáctico, debiendo estar todos sometidos al orden constitucional y 
jurídico. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
 Amparo en revisión 382/2008. Rosendo Castillo Valdovinos. 13 de mayo de 2009. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Sahuer Hernández. Secretario: Juan Carlos Sierra 
Zenteno. 
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COSA JUZGADA. INFLUENCIA DE UN JUICIO ANTERIOR POR SER REFLEJA AL QUE VA A 
FALLARSE, NO OBSTANTE QUE NO EXISTA IDENTIDAD EN LAS COSAS O ACCIONES 
EJERCITADAS. 
Para que exista cosa juzgada es necesario que entre el caso resuelto por sentencia 
definitiva y aquel en que se invoca, concurran identidad de las cosas, en las causas, en 
las personas de los litigantes y en la calidad con que lo fueren, esto es, que se haya 
hecho con anterioridad un pronunciamiento de derecho entre las mismas partes, sobre 
las mismas acciones, la misma cosa y la misma causa de pedir. De ese modo las 
excepciones vertidas por la demandada, que derivan de haber celebrado un contrato 
verbal de compraventa respecto del inmueble materia de la controversia, quedó 
resuelto en forma definitiva al considerarse que no acreditó la existencia del citado 
contrato, respecto de lo cual sí existe un pronunciamiento de fondo, que causó 
ejecutoria y constituye cosa juzgada, misma que no se puede variar a riesgo de 
vulnerar la garantía de seguridad jurídica. Ahora bien, la cosa juzgada refleja opera 
cuando existen circunstancias extraordinarias que, aun cuando no sería posible oponer 
la excepción de cosa juzgada a pesar de existir identidad de objeto de un contrato, 
así como de las partes en dos juicios, no ocurre la identidad de acciones en los litigios, 
pero no obstante esa situación, influye la cosa juzgada de un pleito anterior en otro 
futuro; es decir, el primero sirve de sustento al siguiente para resolver, con la finalidad 
de impedir sentencias contradictorias, creando efectos en esta última, ya sea de 
manera positiva o negativa, pero siempre reflejantes. La cosa juzgada tiene por objeto, 
en términos generales, evitar la duplicidad de procedimientos cuando en el primero de 
ellos se resuelve una cuestión jurídica, y para que surta efectos en otro juicio es 
necesario que entre el caso resuelto por la sentencia ejecutoriada y aquel en que ésta 
sea invocada, concurran identidad de cosas, causas y personas de los litigantes, así 
como la calidad con que contendieron; y no obstante que en el caso no exista 
identidad en las cosas o acciones ejercitadas, no puede negarse la influencia que 
ejerce la cosa juzgada del pleito anterior sobre el que va a fallarse, la cual es refleja. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 12293/99. Estela Rabinovich Shaderman. 30 de noviembre de 2000. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Atanacio Alpuche Marrufo. Secretario: Alfredo 
Lugo Pérez. 
Amparo directo 2083/2001. María Hilaria Santeliz López. 18 de mayo de 2001. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. Secretario: 
Hilario Salazar Zavaleta. 
Amparo directo 2603/2002. Bayer de México, S.A. de C.V. 14 de marzo de 2002. 
Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés Galván. Secretario: Francisco 
Peñaloza Heras. 
Amparo directo 171/2008. Rubén González Mendoza. 14 de agosto de 2008. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Salvador 
Andrés González Bárcena. 
Amparo en revisión 107/2009. **********. 11 de junio de 2009. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. 
 
 
 



14 
 

 
 
 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. DEBEN DECLARARSE ASÍ CUANDO PRETENDEN 
COMBATIR UNA RESOLUCIÓN QUE INDEBIDAMENTE REABORDÓ UN PUNTO 
JURISDICCIONAL QUE HABÍA ADQUIRIDO FIRMEZA Y VUELVE A PRONUNCIARSE EL 
JUZGADOR EN EL MISMO SENTIDO. 
Si el juzgador natural, a petición de alguna de las partes, retomó el análisis de una 
cuestión que procesalmente estaba firme y desestima la pretensión del promovente 
por razones de fondo, no es viable analizar en amparo directo esas razones porque 
pudiera darse el caso de que por declararse fundado el concepto de violación tuviera 
que cambiarse el sentido de lo que ya tenía firmeza. Un error de apreciación del Juez 
natural en cuanto a la posibilidad de reexaminar una resolución que claramente había 
adquirido la calidad de cosa juzgada no puede ser convalidado por el tribunal de 
amparo, permitiendo la reapertura de la controversia; de ahí que deben declararse 
inoperantes los conceptos de violación esgrimidos en el mencionado sentido. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 
Amparo directo 418/2011. 1o. de septiembre de 2011. Mayoría de votos. Disidente: José 
de Jesús Ortega de la Peña. Ponente: Francisco González Chávez. Secretaria: María 
Guadalupe Mendiola Ruiz. 
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ACCESO A LA JUSTICIA Y PRO HOMINE. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS TIENEN 
OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL DE APLICAR ESOS PRINCIPIOS AL MOMENTO DE PROVEER 
SOBRE EL DESAHOGO DE UN REQUERIMIENTO (REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EL 
10 DE JUNIO DE 2011). 
Con motivo de las reformas constitucionales de 10 de junio de 2011, el párrafo segundo 
del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
la Constitución y los tratados internacionales de la materia, para favorecer en todo 
tiempo a las personas con la protección más amplia. Así, existe la obligación 
constitucional de velar por la interpretación más extensiva sobre el punto jurídico a 
dilucidar -principio pro homine-, que también está recogido en los artículos 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, publicados en el Diario Oficial de la Federación el siete y el 
veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno, respectivamente, dado que esto 
deriva en respetar el principio de acceso a la justicia, previsto en el numeral 17 de la 
Ley Suprema, que obliga a las autoridades en todos los procedimientos, incluyendo los 
administrativos, a dar oportunidad de defensa y atender a la integridad de los escritos 
presentados. Por ello, si la autoridad administrativa en un procedimiento requiere al 
gobernado para que, entre otras cosas, señale domicilio para recibir notificaciones y 
éste desahoga lo solicitado en una hoja membretada con su nombre y domicilio, se 
debe atender a la integridad del documento, concluyendo que a falta de otro citado 
expresamente, en ese inmueble se realizarán las posteriores notificaciones que deban 
ser personales. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo en revisión 350/2011. Urbanizadora y Pavimentadora del Golfo Centro, S.A. de 
C.V. 6 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza 
García. Secretario: Manuel Saturnino Ordóñez. 
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AERÓDROMOS. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN CONTRA DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE LICITACIÓN PARA CONTINUAR CON SU 
FUNCIONAMIENTO, POR AFECTAR EL INTERÉS SOCIAL Y EL ORDEN PÚBLICO. 
En tratándose de actos relacionados con el procedimiento administrativo de licitación, 
para el otorgamiento o adjudicación de la concesión federal a fin de continuar con el 
funcionamiento de un aeródromo, es improcedente conceder la suspensión, en virtud 
de que no se satisfacen los requisitos del artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo, 
puesto que de concederse la medida cautelar de dichos actos sí se afectaría el interés 
social y el orden público, porque la sociedad se encuentra interesada en que no se 
interrumpa la prestación de los servicios en las vías generales de comunicación, y que 
éstos sean prestados en forma eficiente por personas autorizadas, capacitadas y 
suficientes para ello, así como que haya competitividad y seguridad en los transportes, 
específicamente en tratándose de transportes aéreos, por lo si bien es cierto que con 
la negativa de la suspensión provisional se puede causar al quejoso un perjuicio en su 
esfera jurídica, incluso de tipo económico, también lo es que ese interés individual o 
particular no puede estar por encima del interés social y el orden público existentes en 
la impostergable necesidad de que se continúe con la prestación de los servicios 
aeroportuarios, a partir del inicio del procedimiento administrativo de licitación 
respectivo, dada la relevancia e importancia social que representa su prestación que 
no puede paralizarse ni aun asomándose a la apariencia del buen derecho y al peligro 
en la demora, porque la naturaleza y trascendencia social de esa clase de servicios 
relacionados con el tráfico aéreo, son de tal envergadura que no puede impedirse en 
forma alguna su prestación. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
Queja 3/2012. Operadora de Aeropuertos Internacionales, S.A. de C.V. 5 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secretaria: María de 
Lourdes de la Cruz Mendoza. 
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CLÁUSULAS HABILITANTES. SU FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL RESIDE EN LOS ARTÍCULOS 
73, FRACCIÓN XXX, Y 90 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXI/2003, 
esgrimió las razones por las cuales se justifica que el Poder Legislativo dote a 
funcionarios ajenos a él, principalmente insertos en la Administración Pública, de 
atribuciones de naturaleza normativa (cláusulas habilitantes) para hacer frente a 
situaciones dinámicas y altamente especializadas. Asimismo, precisó que tales 
cláusulas tienen la naturaleza jurídica de actos formalmente legislativos por medio de 
los cuales el legislador habilita a un órgano del Estado para regular una materia 
concreta y específica precisando un cuadro o marco de acción definido en donde 
aquél se deberá desenvolver. En ese sentido, la atribución de dichas facultades 
normativas a través de un acto formalmente legislativo tiene su fundamento en los 
artículos 73, fracción XXX, y 90 de la Ley Fundamental que prevén, por una parte, la 
facultad (residual e implícita) del Congreso de la Unión para expedir toda clase de 
leyes que estime necesarias con el objeto de hacer efectivas las facultades que se le 
atribuyen y que le son propias, e incluso, para hacer efectivas todas las demás 
facultades concedidas por el mismo texto constitucional a los Poderes de la Unión y, 
por otra, que la Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal 
conforme a la Ley Orgánica que expida el mismo Congreso, que regulará la 
distribución de los negocios del orden administrativo y definirá las bases generales de 
creación de los órganos administrativos. 
Amparo en revisión 753/2011. Operadora Cantabria, S.A. de C.V. 18 de enero de 2012. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
Nota: La tesis P. XXI/2003 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, diciembre de 2003, página 9. 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. EFECTOS DE SUS SENTENCIAS EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. 
El Estado Mexicano se adhirió a la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 
24 de marzo de 1981 y reconoció la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos el 16 de diciembre de 1998, mediante 
declaración unilateral de voluntad que fue publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de febrero de 1999. En ese sentido, los artículos 133 y 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconocen la vigencia de los 
tratados internacionales en nuestro ordenamiento jurídico interno y establecen la 
obligación de las autoridades nacionales de aplicar los derechos humanos de 
conformidad con la Constitución y los tratados internacionales vigentes en nuestro país. 
Por lo anterior, la ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
el reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, generan como una consecuencia ineludible que las sentencias 
emitidas por dicho tribunal internacional, en aquellos casos en los cuales México haya 
sido parte en el juicio, resulten obligatorias para el Estado mexicano, incluidos todos los 
jueces y tribunales que lleven a cabo funciones materialmente jurisdiccionales. Esta 
obligatoriedad alcanza no sólo a los puntos resolutivos de las sentencias en comento, 
sino a todos los criterios interpretativos contenidos en las mismas. 
Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los 
Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
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DEPENDENCIAS PÚBLICAS Y SUS AUXILIARES, DEMANDADAS ANTE UN TRIBUNAL 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SON AUTORIDADES RESPONSABLES PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE CONTROVIERTE EL INCUMPLIMIENTO DE UNA 
SENTENCIA DE NULIDAD. 
En atención a que de una sentencia firme derivada de un juicio contencioso 
administrativo surge un derecho subjetivo para el actor (gobernado) y la obligación 
correlativa para el demandado (autoridad) es claro que el incumplimiento de ésta 
permite la incoación del procedimiento para hacer cumplir la sentencia ejecutoriada 
dictada en el juicio en que se hubiese declarado la invalidez del acto controvertido 
mediante el medio de defensa legal previsto por la ley que rige el acto para lograr el 
cumplimiento de aquella determinación. Por lo que, si a pesar de ello, no se cumple la 
sentencia, es claro que aquél puede acudir al juicio de amparo, porque tal omisión se 
traduce en una violación al derecho de acceso a la justicia contenido en el artículo 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al significar un obstáculo al 
derecho fundamental de pedir justicia o de obtener la ejecución de una sentencia 
anulatoria. Consecuentemente, las dependencias públicas y sus auxiliares, 
demandadas ante un Tribunal Contencioso Administrativo, son autoridades 
responsables para efectos del juicio de amparo indirecto en el que se controvierte la 
omisión en el cumplimiento de la sentencia de nulidad dictada por aquél y, por ende, 
no se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVIII, en 
relación con los artículos 1o., fracción I y 11 de la Ley de Amparo, porque a pesar de 
que la autoridad haya figurado como demandada en el juicio de origen ello no 
transforma la relación de supra a subordinación que los órganos del Estado guardan 
con los gobernados en una relación de coordinación, porque no pierden su calidad de 
autoridad y gobernado. 
Contradicción de tesis 386/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Noveno en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo. 30 de 
noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula 
Hernández Maquívar. 
Tesis de jurisprudencia 1/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del once de enero de dos mil doce. 
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DERECHOS POR LOS SERVICIOS DE SUPERVISIÓN EN RASTROS PARTICULARES. EL ARTÍCULO 
12, FRACCIÓN VII, INCISO F), DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE 
GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2010, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE COMPETENCIAS. 
El citado precepto legal, al imponer la obligación de pagar derechos por los servicios 
de supervisión previo y posterior al sacrificio de aves y lepóridos en los rastros 
particulares que existan en la aludida municipalidad, no viola el principio constitucional 
de división de competencias previsto en los artículos 4o., 73, fracción XVI, y 124 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no regula cuestión alguna 
que verse sobre salubridad general, sino en aquél el legislador estatal únicamente 
ejerció la facultad consagrada en el artículo 115, fracción IV, inciso c), constitucional, 
al establecer una contribución por una actividad relacionada con el servicio público 
de rastro que tienen a su cargo los Municipios del Estado de San Luis Potosí, habida 
cuenta que no pormenorizó los términos en que debe llevarse a cabo la prestación del 
servicio público referido, ni fijó requisitos tendentes a diagnosticar, prevenir, controlar o 
erradicar riesgos zoosanitarios, o que garanticen buenas prácticas pecuarias en el 
sacrificio de animales y su procesamiento. Así, es patente que dicho dispositivo legal 
tiene su campo de acción en el ámbito tributario municipal, pues contiene una 
obligación sustantiva de carácter fiscal y, por ende, no existe invasión de esferas 
competenciales alguna. 
Amparo en revisión 487/2011. Pilgrim´s Pride, S. de R.L. de C.V. 30 de noviembre de 
2011. Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel 
Regis López. 
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DERECHOS POR LA EXPEDICIÓN DE PERMISOS DE FILMACIÓN EN LA VÍA PÚBLICA. EL 
ARTÍCULO 269, INCISO E), DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL, AL FIJAR UNA 
CUOTA DIVERSA A LA ESTABLECIDA PARA EL RESTO DE LOS SUPUESTOS DEL MISMO 
PRECEPTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
El principio de equidad tributaria tratándose de los derechos por el uso y 
aprovechamiento de bienes del dominio público de la nación se cumple, por regla 
general, cuando las tasas aplicables son fijas e iguales para los gobernados que usan, 
explotan o aprovechan en similar grado el mismo bien, al traducirse en un beneficio 
uniforme para ellos; o variables, si el grado de utilización es diferente. Por tanto, el 
artículo 269 del Código Fiscal del Distrito Federal, que prevé los derechos por la 
expedición de permisos de filmación en la vía pública, al fijar en su inciso e) una cuota 
por la expedición de un permiso urgente en vías de tránsito vehicular diversa a la 
establecida para el resto de los supuestos del mismo precepto, no viola dicho principio, 
porque tratándose de los incisos a) y b), relativos a la filmación en ciclovías y en vías de 
tránsito peatonal, respectivamente, el bien de dominio público es distinto del señalado 
inicialmente y tiene características marcadamente opuestas. Tampoco ocurre dicha 
transgresión al confrontar esa hipótesis con los incisos f) y g), relativos, el primero, a la 
modificación del permiso y, el segundo, a su prórroga, pues ni siquiera se refieren a un 
tipo de vía pública, lo cual hace imposible algún tipo de comparación. Finalmente, en 
lo atinente a los incisos c) y d), que se refieren a las filmaciones en vías primarias y 
secundarias de tránsito vehicular, respectivamente, la distinción radica en la urgencia, 
lo cual conforme a la Ley de Filmaciones del Distrito Federal implica un despliegue de 
actividades en un tiempo muy breve, de modo que no puede considerarse que el 
beneficio para usar una vía vehicular como consecuencia de la obtención de un 
permiso urgente, sea el mismo que el obtenido por una persona que tramitó uno 
ordinario de acuerdo con estas últimas porciones normativas, puesto que la prontitud 
de respuesta de la autoridad conlleva necesariamente un beneficio para el solicitante, 
ya que ello le permitirá no sólo planear de manera inmediata su filmación, sino que, 
incluso, le puede redundar en beneficios económicos, al esperar menos tiempo en el 
otorgamiento del permiso. 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 327/2011. Televisa, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: 
Arturo Mora Ruiz. 
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DERECHOS POR LOS SERVICIOS DE SUPERVISIÓN EN RASTROS PARTICULARES. EL ARTÍCULO 
12, FRACCIÓN VII, INCISO F), DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE 
GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2010, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
El citado precepto legal, al imponer la obligación de pagar derechos por los servicios 
de supervisión previo y posterior al sacrificio de aves y lepóridos en los rastros 
particulares que existan en la aludida municipalidad, conforme a una cuota de 
cincuenta centavos ($0.50) por cabeza, no viola el principio de equidad consagrado 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues el parámetro de medición seleccionado por el legislador tributario de 
esa entidad federativa para cuantificar la mencionada cuota, resulta razonable y 
congruente con el costo que representa para la autoridad municipal la prestación del 
servicio relativo, en virtud de que debe inspeccionar, previo a la inmolación, que se 
reúnan las condiciones físicas, químicas o biológicas adecuadas que garanticen el 
buen estado de salud de cada uno de los mencionados animales, y posteriormente 
verificar que se sigan los procedimientos previstos en la normatividad local para 
clasificar los productos cárnicos que sean aptos para el consumo humano en esa 
localidad. Así, el esfuerzo que debe emplear la autoridad municipal en las actividades 
que generan el pago de los aludidos derechos, depende del número de animales que 
vayan a ser sacrificados, dado que no es lo mismo realizar los referidos exámenes 
clínicos por un solo animal que por dos o más. Por consiguiente, es claro que aun 
cuando la cuota es fijada en una cantidad única, lo cierto es que el monto del pago 
se incrementará en la medida que aumenten los animales a inspeccionar; cuestión 
que pone de manifiesto la equidad en el establecimiento de dicho elemento 
cuantitativo del tributo, dado que el monto del pago del derecho variará 
dependiendo del número de animales sacrificados inspeccionados, lo que implica que 
el citado numeral trata igual a los iguales, y en todo caso la diferencia que pudiera 
darse en los pagos a realizar atiende al volumen en que se presta el servicio y no a un 
trato diferenciado establecido por el legislador. 
Amparo en revisión 487/2011. Pilgrim's Pride, S. de R.L. de C.V. 30 de noviembre de 2011. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis 
López. 
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DERECHOS POR LOS SERVICIOS DE SUPERVISIÓN EN RASTROS PARTICULARES. EL ARTÍCULO 
12, FRACCIÓN VII, INCISO F), DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE 
GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2010, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
El citado precepto legal, al imponer la obligación de pagar derechos por los servicios 
de supervisión previo y posterior al sacrificio de ciertos animales en los rastros 
particulares que existan en la aludida municipalidad, no viola el principio de legalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues establece claramente todos los elementos esenciales 
de la contribución que prevé, sin que pueda considerarse que por el hecho de que el 
legislador haya utilizado la expresión "aves lepóridos" (sic), el gobernado desconozca si 
está obligado o no a cumplir con la aludida obligación tributaria, o permita que la 
autoridad municipal incurra en arbitrariedades; ya que si bien no existe alguna especie 
animal con esa denominación, lo cierto es que en realidad se trata de dos clases 
distintas de animales, a saber, los lepóridos, conocidos popularmente como conejos y 
liebres, y las aves, por lo que el legislador tan sólo incurrió en un error de carácter 
ortográfico al no separar las palabras relativas mediante algún signo de puntuación o 
la conjunción respectiva, pero esa imprecisión no implica la inconstitucionalidad del 
citado numeral, máxime que los sujetos pasivos del impuesto se dedican al sacrificio de 
ese tipo de animales, por lo que es indudable que es de su conocimiento que se trata 
de dos especies distintas y, por consecuencia, cuándo estarán obligados a pagar los 
derechos, habida cuenta que el servicio público cuya prestación genera la obligación 
tributaria se encuentra debidamente reglamentado en la normatividad aplicable de 
esa entidad federativa. 
Amparo en revisión 487/2011. Pilgrim´s Pride, S. de R.L. de C.V. 30 de noviembre de 
2011. Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel 
Regis López. 
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DERECHOS POR LOS SERVICIOS DE SUPERVISIÓN EN RASTROS PARTICULARES. EL ARTÍCULO 
12, FRACCIÓN VII, INCISO F), DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE 
GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2010, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
El citado precepto legal, al imponer la obligación de pagar derechos por los servicios 
de supervisión previo y posterior al sacrificio de aves y lepóridos en los rastros 
particulares que existan en la aludida municipalidad, conforme a una cuota de 
cincuenta centavos ($0.50) por cabeza, no viola el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues el parámetro de medición seleccionado por el 
legislador tributario de esa entidad federativa para cuantificar la mencionada cuota 
resulta razonable y congruente con el costo que representa para la autoridad 
municipal prestar el servicio relativo, en virtud de que debe inspeccionar, previo a la 
inmolación, que se reúnan las condiciones físicas, químicas o biológicas adecuadas 
que garanticen el buen estado de salud de cada uno de los mencionados animales, 
evitando su sufrimiento durante el proceso, y posteriormente verificar que se sigan los 
procedimientos previstos en la normativa local para clasificar los productos cárnicos 
atendiendo a su sanidad, marcando incluso con un sello las carnes, vísceras y otras 
partes que sean declaradas propias para el consumo humano en esa localidad. Así, el 
esfuerzo que debe emplear la autoridad municipal en las actividades que generan el 
pago de los aludidos derechos, depende del número de animales que vayan a ser 
sacrificados, dado que no es lo mismo realizar los referidos exámenes clínicos por un 
solo animal que por dos o más, habida cuenta que por simple lógica se incrementarán 
los costos del servicio en la medida en que aumenten los animales a inspeccionar y, 
por ende, existe congruencia y un razonable equilibrio entre el tipo de servicio, su 
objeto y el factor para individualizar su costo, máxime que no se advierte que la 
cuantía de la cuota fijada sea ruinosa sino fue establecida como un valor aproximado 
de los costes de la autoridad, que tiene asidero dentro del ámbito de libertad 
configurativa reservada al Poder Legislativo. 
Amparo en revisión 487/2011. Pilgrim's Pride, S. de R.L. de C.V. 30 de noviembre de 2011. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis 
López. 
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FACULTAD DE ATRACCIÓN. ES POSIBLE EJERCERLA RESPECTO DE UN AMPARO DIRECTO 
AUN CUANDO YA SE HUBIERA TURNADO AL MAGISTRADO RELATOR DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO PARA SU RESOLUCIÓN, SIEMPRE Y CUANDO NO SE HAYA DICTADO LA 
EJECUTORIA CORRESPONDIENTE. 
De conformidad con los numerales 107, fracción V, último párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación puede ejercer la facultad de atracción respecto de amparos 
directos relativos a asuntos que revistan importancia y trascendencia; al respecto, el 
numeral citado en último término fija las reglas que deben seguirse para tal efecto. 
Ahora bien, ni dicho dispositivo ni algún otro de la citada ley reglamentaria, contiene 
prohibición expresa para que la facultad aludida pueda ejercerse una vez turnado el 
asunto al magistrado relator para su resolución; por consiguiente, si no se ha emitido la 
ejecutoria correspondiente por el cuerpo colegiado, este alto tribunal puede hacer uso 
de esa potestad. 
Facultad de atracción 179/2011-Grettel Rodríguez Almeida. 11 de enero de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma. 
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IMPEDIMENTO POR CAUSA DE ENEMISTAD MANIFIESTA. PARA CALIFICARLO DE LEGAL 
BASTA LA MANIFESTACIÓN DEL JUZGADOR EN EL SENTIDO DE UBICARSE EN TAL SUPUESTO, 
CON INDEPENDENCIA DE QUE EXISTA UNA DENUNCIA PENAL O QUERELLA EN SU CONTRA 
POR UNA DE LAS PARTES, SU ABOGADO O REPRESENTANTE EN EL JUICIO DE AMPARO. 
En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 105/2006 de esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "IMPEDIMENTO POR CAUSA DE 
ENEMISTAD MANIFIESTA. PARA CALIFICARLO DE LEGAL DEBE ATENDERSE A LA 
MANIFESTACIÓN DEL JUZGADOR EN EL SENTIDO DE UBICARSE EN TAL SUPUESTO, ASÍ 
COMO AL SEÑALAMIENTO DE UNA CAUSA OBJETIVA Y RAZONABLE SUSCEPTIBLE DE 
JUSTIFICARLO.", para calificar de legal la causa de impedimento por enemistad 
manifiesta prevista en el artículo 66, fracción VI, de la Ley de Amparo, se debe valorar 
la manifestación expresa del juzgador en el sentido de que se ubica en dicho supuesto, 
y el señalamiento que haga de una causa objetiva y razonable que justifique esa 
circunstancia. De este modo, si manifiesta encontrarse impedido para conocer del 
juicio de amparo, en cualquiera de sus etapas, por la enemistad respecto de alguna 
de las partes, sus abogados o representantes, dicha afirmación es suficiente para 
calificar de legal el impedimento planteado, independientemente de que exista una 
denuncia penal o querella interpuesta en su contra por alguno de ellos, en que se 
contengan expresiones injuriosas o calumnias en su contra, o de cualquier otra 
circunstancia, pues para que se actualice la causa de impedimento señalada, es 
intrascendente la actitud o la conducta de las partes o sus representantes, siendo 
única y exclusivamente determinante para valorar dicho impedimento la apreciación 
subjetiva del juzgador en el sentido de que, en su fuero interno, siente afectada la 
objetividad o imparcialidad con la que debe conducirse en el juicio. 
Contradicción de tesis 230/2011. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 16 de noviembre de 2011. Cinco votos. 
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: José Alfonso Herrera García. 
Tesis de jurisprudencia 46/2011 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil once. 
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IMPUESTO PREDIAL. EFECTOS DE LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN VIOLATORIO DEL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA EL ESTABLECIMIENTO DE UNA TASA SUPERIOR PARA 
LOS PREDIOS URBANOS NO EDIFICADOS (LEGISLACIÓN DEL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA, JALISCO). 
El artículo 21 de las Leyes de Ingresos del Municipio de Guadalajara, Jalisco, para los 
ejercicios fiscales de 2010 y 2011, establece, entre otros supuestos, que el impuesto 
predial se causará y pagará acorde con lo que resulte de aplicar la tasa del 0.23 sobre 
el valor real de los predios urbanos edificados, y del 0.81 sobre el valor real de los no 
edificados. Ahora, aun cuando a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación no le ha 
correspondido examinar la constitucionalidad de tales ordenamientos, la sola 
existencia de ejecutorias de Tribunales Colegiados de Circuito que han declarado 
violatorio del principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el establecimiento de una 
tasa superior para los predios no edificados respecto a los que sí lo estén, señalando 
distintas formas de cumplir con dichas sentencias, obliga a fijar sus alcances, a fin de 
proporcionar seguridad jurídica. Para este propósito se determina que, por regla 
general, la concesión del amparo contra una ley fiscal tiene por efecto que no se 
aplique al quejoso el precepto declarado inconstitucional y que se le restituyan las 
cantidades enteradas con apoyo en él, tomándose en cuenta que el Tribunal en Pleno 
en la jurisprudencia P./J. 18/2003, de rubro: "EXENCIÓN PARCIAL DE UN TRIBUTO. LOS 
EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA UNA NORMA TRIBUTARIA INEQUITATIVA 
POR NO INCLUIR EL SUPUESTO EN QUE SE HALLA EL QUEJOSO DENTRO DE AQUÉLLA, 
SÓLO LO LIBERA PARCIALMENTE DEL PAGO.", sostuvo que cuando la protección se 
otorga exclusivamente por el trato fiscal injustificadamente diferenciado, la sentencia 
no tiene por efecto liberar al quejoso del pago de la totalidad del tributo, sino 
únicamente de hacer extensivo el beneficio otorgado por la ley a determinados 
contribuyentes que se encontraban en su misma situación, porque la concesión del 
amparo no recayó sobre los elementos esenciales del impuesto y, por tanto, no existe 
obstáculo alguno que impida su posterior aplicación, a condición de que se le brinde 
el mismo trato que a aquellos sujetos a los que la ley situó en una posición más 
favorable que a otros. De manera que, en los casos en que se haya estimado que la 
tasa del 0.81 sobre el valor real de los predios urbanos no edificados es contraria al 
principio de equidad tributaria, la restitución al quejoso en el pleno goce de la garantía 
individual violada consistirá, por un lado, en hacerle extensiva en un futuro la tasa del 
0.23 sobre el valor real de los predios urbanos edificados y, por otro, en devolverle, en 
su caso, las cantidades que hubiere pagado correspondientes al diferencial entre 
ambas cantidades, el cual es del orden de 0.58 puntos, ya que la concesión del 
amparo no impide a la autoridad fiscal cobrar el impuesto predial, siempre y cuando lo 
haga conforme a la tasa aplicable a quienes, según la ejecutoria a cumplimentar, se 
encontraban en la misma situación que el quejoso frente a la ley tributaria. 
Contradicción de tesis 439/2011. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región con residencia en Guadalajara, 
Jalisco y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
18 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Ma. de la Luz Pineda Pineda. 
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Tesis de jurisprudencia 9/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veinticinco de enero de dos mil doce. 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 18/2003 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, julio de 
2003, página 17. 
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INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información 
puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. 
Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación 
secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las 
excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como 
límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse 
y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley 
estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el cual 
restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo 
anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo 
del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de 
datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe 
ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 
constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos 
que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la 
información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso 
público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren tener- 
a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede 
en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un 
documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse 
el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la 
restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede 
permitirse su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento 
expreso de la persona a que haga referencia la información. 
Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los 
Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
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INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información 
puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. 
Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación 
secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las 
excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como 
límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse 
y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley 
establecieron como criterio de clasificación el de información reservada. El primero de 
los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los cuales 
deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda: 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la 
defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar 
la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la vida, 
seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de 
contribuciones, control migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos 
jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no 
genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la información también se 
considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, 
reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, 
industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 4) expedientes 
jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de responsabilidad 
administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, 
recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un 
proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. 
Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si 
bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el 
artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas 
respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 
Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los 
Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
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MULTA EN LA RECLAMACIÓN CONTRA EL AUTO QUE DESECHÓ UN RECURSO DE REVISIÓN 
EN AMPARO DIRECTO. DEBE IMPONERSE CUANDO SE INTERPONE SIN MOTIVO Y EL 
RECURRENTE ES PERITO EN DERECHO. 
Acorde con los artículos 3o. bis y 103, último párrafo, de la Ley de Amparo, debe 
imponerse multa, entre otros, al abogado que, por su propio derecho o en 
representación del quejoso, interpone el recurso de reclamación sin motivo; es decir, 
cuando omite expresar argumentos para sostener la ilegalidad de la determinación 
que le causa agravio, debiendo considerar las circunstancias del caso concreto al 
momento de imponerla y de fijar su importe. Por tal razón, los licenciados en derecho 
que actúan sin motivo al interponer el citado recurso, se hacen acreedores a la multa 
mencionada, cuando, desechado un recurso de revisión en amparo directo por su 
evidente improcedencia, hacen valer un recurso de reclamación igualmente 
deficiente, actualizándose el supuesto previsto en los preceptos legales señalados, 
pues al ser profesionales en la ciencia jurídica, se consideran conocedores del sistema 
normativo que rige la procedencia de los medios de defensa legales, con 
conocimientos técnico-jurídicos en materia de amparo, lo que revela que la 
interposición del recurso la hicieron sin motivo y con el fin de retardar la impartición de 
la justicia. 
Reclamación 261/2011. Aeropuerto de Mexicali, S.A. de C.V. 19 de octubre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
Reclamación 294/2011. Ignacio Malacara Barajas y otro. 9 de noviembre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Arnoldo Castellanos Morfín. 
Reclamación 301/2011. Hartford Fire Insurance Company. 9 de noviembre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Juan José Ruiz 
Carreón. 
Reclamación 307/2011. Dubacano, S.A. de C.V. 16 de noviembre de 2011. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
Reclamación 316/2011. César Rubén Pérez Torres y otras. 16 de noviembre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez García. 
Tesis de jurisprudencia 43/2011 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil once. 
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PLAN DIRECTOR DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE CULIACÁN, SINALOA. LA 
TABLA MATRIZ DE COMPATIBILIDAD DE USO Y DESTINO DEL SUELO QUE CONTIENE VIOLA EL 
ARTÍCULO 16, EN RELACIÓN CON EL 28, AMBOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL RESTRINGIR LA INSTALACIÓN DE ANTENAS DE 
TELEFONÍA CELULAR. 
La Constitución General de la República otorga directamente a la Federación en su 
artículo 73, fracción XVII, la posibilidad de legislar en lo relativo a las vías generales de 
comunicación (espectro radioeléctrico) y sus concesiones. Por su parte, el artículo115 
constitucional dispone que las facultades concedidas a los Municipios deban ser en los 
términos de las leyes federales y estatales. De lo anterior se sigue que el Municipio, al 
ejercer sus facultades concurrentes en la materia, debe cuidar que al formular su Plan 
Director de Desarrollo Urbano, específicamente al concretar la zonificación, no restrinja 
la prestación efectiva de un servicio público, en el que se encuentre involucrado un 
bien de la Nación como lo es el espectro radioeléctrico, pues no puede impedirse su 
utilización a través de un acto municipal, en atención a los principios de legalidad y 
certeza jurídica, en relación con el de reserva de ley. En consecuencia, la Tabla Matriz 
de Compatibilidad de Uso y Destino del Suelo contenida en el Plan Director de 
Desarrollo Urbano del Municipio de Culiacán, Sinaloa, al restringir la instalación de 
antenas de telefonía celular viola el artículo 16, en relación con el 28, ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que al ejercer su facultad 
concurrente, el Municipio no atendió a las necesidades de la población, así como a las 
técnicas de la infraestructura requerida para lograr la prestación efectiva del servicio 
público concesionado; máxime que el artículo 28 constitucional establece que al 
concesionar los servicios públicos debe asegurarse la eficacia de su prestación y la 
utilización social de los bienes. 
Amparo en revisión 681/2011. Comunicaciones Nextel de México, S.A. de C.V. y otra. 23 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Erika Francesca Luce Carral. 
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PLANES DE DESARROLLO URBANO Y ZONIFICACIÓN. LA FACULTAD OTORGADA A LOS 
MUNICIPIOS PARA FORMULARLOS Y APROBARLOS DENTRO DE SUS JURISDICCIONES 
TERRITORIALES, CONFORME AL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN V, INCISO A), DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO DEBE AFECTAR LA 
PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PÚBLICO CONCESIONADO, COMO EL DE 
TELECOMUNICACIONES. 
El artículo 28 constitucional prevé la posibilidad de que, atendiendo al interés general, 
la explotación, uso y aprovechamiento de bienes del dominio de la Federación (como 
lo es el espectro radioeléctrico) y los servicios públicos (como lo son la telefonía móvil 
celular de radiolocalización especializada de flotillas), pueda concesionarlos el Estado 
a los particulares, a fin de que los servicios se presten con mejores precios y calidad, y 
al mismo tiempo se cubra la demanda del público por dichos servicios. Por su parte, el 
Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las 
acciones de formulación, aprobación y administración de planes de desarrollo urbano 
municipal, previstas en el inciso a) de la fracción V del artículo 115 de la Ley Suprema, 
deben entenderse sujetas a los lineamientos y formalidades establecidos en las leyes 
federales y estatales en la materia, y nunca como un ámbito exclusivo y aislado del 
Municipio sin posibilidad de hacerlo congruente con la planeación realizada en los 
otros dos niveles de gobierno. En este sentido, se viola el artículo 16, en relación con el 
28, ambos de la Constitución General de la República, cuando la utilización del suelo 
para efecto de la instalación de antenas de telefonía celular se encuentra 
deficientemente regulada, al imponerse a través del Plan Director de Desarrollo Urbano 
de un Municipio una prohibición tan amplia que llegue a afectar la prestación de un 
servicio público concesionado, en detrimento de la utilización social de los bienes que 
ordena esa norma de la Constitución. Lo anterior, en tanto que la facultad de los 
Municipios para formular y aprobar los planes de desarrollo urbano y zonificación 
dentro de sus jurisdicciones territoriales no puede entenderse en el sentido de que 
pueda afectar la prestación de un servicio público como el de telecomunicaciones, ya 
que es necesario que al ejercer sus facultades pondere y tome en cuenta las 
necesidades que, entre otras, requieren los operadores de telefonía celular, los cuales 
tienen concesionado el espectro radioeléctrico que constituye un bien de dominio de 
la Nación. 
Amparo en revisión 681/2011. Comunicaciones Nextel de México, S.A. de C.V. y otra. 23 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Erika Francesca Luce Carral. 
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PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS 
DEBEN ANALIZARSE A PARTIR DE AQUÉL. 
El segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, exige que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de los que 
México es parte, de forma que favorezca ampliamente a las personas, lo que se 
traduce en la obligación de analizar el contenido y alcance de tales derechos a partir 
del principio pro personae que es un criterio hermenéutico que informa todo el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en virtud del cual debe acudirse a la 
norma más amplia, o a la interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer 
derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida 
cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o 
de su suspensión extraordinaria, es decir, dicho principio permite, por un lado, definir la 
plataforma de interpretación de los derechos humanos y, por otro, otorga un sentido 
protector a favor de la persona humana, pues ante la existencia de varias posibilidades 
de solución a un mismo problema, obliga a optar por la que protege en términos más 
amplios. Esto implica acudir a la norma jurídica que consagre el derecho más extenso 
y, por el contrario, al precepto legal más restrictivo si se trata de conocer las 
limitaciones legítimas que pueden establecerse a su ejercicio. Por tanto, la aplicación 
del principio pro personae en el análisis de los derechos humanos es un componente 
esencial que debe utilizarse imperiosamente en el establecimiento e interpretación de 
normas relacionadas con la protección de la persona, a efecto de lograr su adecuada 
protección y el desarrollo de la jurisprudencia emitida en la materia, de manera que 
represente el estándar mínimo a partir del cual deben entenderse las obligaciones 
estatales en este rubro. 
Amparo directo en revisión 2424/2011. Ma. Guadalupe Ruiz Dena. 18 de enero de 2012. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Lúcia 
Segovia. 
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RECURSO JUDICIAL. LA SOLA DENOMINACIÓN INCORRECTA DEL QUE PROCEDA 
LEGALMENTE NO IMPIDE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL DETERMINARLO, CON BASE EN 
LOS HECHOS NARRADOS POR EL PROMOVENTE. 
La plena realización del derecho de acceso a la jurisdicción contenido en el párrafo 
segundo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
obliga a prescindir de formulismos innecesarios que impidan acceder libremente y de 
forma pronta a la administración de justicia solicitada, siempre que no se trate de 
formalidades esenciales o de obstáculos legales razonables o fácticos insuperables. Por 
tanto, la sola denominación incorrecta del recurso judicial que proceda legalmente no 
impide al órgano jurisdiccional determinarlo, para obtener la declaración judicial que 
corresponda, con base en los hechos narrados por el promovente, con el propósito de 
lograr una justicia no formalista, lo cual no rompe el equilibrio procesal entre las partes, 
por estimarse un error subsanable y hacer de los medios de defensa que la ley 
concede a las personas un instrumento de fácil acceso y efectivo para el ejercicio de 
sus derechos, que los proteja contra actos que estiman violatorios en su perjuicio de los 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, en la ley o en las 
convenciones o tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte. 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
Amparo directo 511/2011. Salatiel Martínez Arteaga. 10 de noviembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Alberto Hernández Segura. Secretario: Juan 
Ramón Carrillo Reyes. 
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RESCISIÓN ADMINISTRATIVA DE CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS, POR PARTE DE AUTORIDADES ESTATALES O 
MUNICIPALES DE PUEBLA. CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD CONTRA EL QUE 
PROCEDE EL AMPARO ANTE UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 4/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, página 312, de rubro: "RESCISIÓN 
ADMINISTRATIVA DE CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON 
LAS MISMAS, Y DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, DECRETADA POR LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL. ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANTE 
EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", y a la ejecutoria que le 
dio origen, dictada en la contradicción de tesis 422/2009, se obtiene que la rescisión 
administrativa de un contrato de obras públicas y servicios relacionados con las 
mismas, decretada por las dependencias y entidades de la administración pública 
federal, es un acto de autoridad, pues con fundamento en los artículos 134 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 61 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas, emiten esa decisión unilateral, extinguiendo por 
sí o ante sí una relación contractual en la que es parte un particular, afectando su 
esfera jurídica; asimismo, dicha rescisión la decreta un órgano integrante de la 
estructura orgánica de la entidad contratante, sin acudir a los tribunales judiciales o 
administrativos y sin el consenso de la voluntad del afectado. Así, el indicado criterio es 
aplicable también tratándose de una resolución de tal naturaleza dictada por una 
dependencia o entidad de la administración pública del Gobierno del Estado de 
Puebla o de algún Municipio de esa entidad federativa, pues el citado artículo 134 de 
la Constitución Federal, que analizó la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
referida contradicción de tesis, no sólo tiene aplicación en el ámbito federal, sino 
también en los Estados, pues establece los principios que deben observarse en las 
adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de 
servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra en favor de la Federación, 
los Estados, los Municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus 
demarcaciones territoriales; y el diverso precepto61 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas, que también interpretó el Alto Tribunal, guarda 
similitud, en su texto, con el artículo 71 de la Ley de Obra Pública y Servicios 
Relacionados con la Misma para el Estado de Puebla, pues ambos disponen que las 
dependencias y entidades de la administración pública podrán rescindir 
administrativamente los contratos en la materia por incumplimiento de las obligaciones 
a cargo del contratista. Por tanto, contra la rescisión administrativa de contratos de 
obras públicas y servicios relacionados con las mismas por parte de autoridades 
estatales o municipales de Puebla, al constituir un acto de autoridad procede el juicio 
de amparo ante un Juez de Distrito en Materia Administrativa, de conformidad con el 
artículo 52, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, sin que 
dicha resolución pueda impugnarse mediante el juicio contencioso ante el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues en términos de los artículos 14, fracción 
VII, de su ley orgánica y 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, éste es competente para conocer sólo de los conflictos contractuales 
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en que participa la administración pública federal, como lo estableció este órgano 
colegiado en la tesis VI.3o.A.353 A, publicada en los señalados medio de difusión y 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 1387, de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y 
SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS. CORRESPONDE A LOS JUECES DE DISTRITO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA Y NO AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA, CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS SUSCITADAS POR LA 
INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO DE CONTRATOS CELEBRADOS POR LOS PARTICULARES 
CON LAS DEPENDENCIAS DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS EN TÉRMINOS DE LA LEY 
RELATIVA." 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO 
Amparo en revisión (improcedencia) 403/2011. Ingeniería Especializada en 
Construcciones y Servicios, S.A. de C.V. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Alejandro Ramos García. 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
422/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 1977. 
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REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA SENTENCIA DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DICTADA EN DIVERSO RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA EL FALLO 
EMITIDO EN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, PROMOVIDO ORIGINALMENTE EN LA VÍA 
DIRECTA. 
Si los quejosos promovieron demanda de amparo directo y el tribunal colegiado de 
circuito declaró improcedente la vía, con esa decisión quedó resuelta esa instancia de 
manera terminal e inatacable; luego, el hecho de que la demanda se haya remitido al 
juzgado de distrito para su resolución como amparo indirecto, y fallado en sus dos 
instancias, impide la revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la 
sentencia del tribunal colegiado de circuito que analizó la resolución del juez de 
distrito, aunque, a juicio de los inconformes, el asunto sea importante y trascendente, 
porque independientemente de ese argumento, es imposible abrir una tercera 
instancia para dirimir la controversia, ya que el fallo pronunciado en revisión de un 
amparo indirecto no admite recurso en términos del artículo 107, fracción VIII, último 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni es posible 
analizar la diversa decisión que declaró improcedente la vía. 
Reclamación 228/2011. Comité Particular Ejecutivo Agrario del Poblado "Benito Juárez", 
Municipio de San Rafael, Estado de Veracruz. 18 de enero de 2012. Cinco votos. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



39 
 

 
 
 
SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO. EL ARTÍCULO 100, FRACCIÓN XXVIII, DE LA LEY 
RELATIVA, NO DEJA AL ARBITRIO DE LA AUTORIDAD DETERMINAR LAS CONDUCTAS 
SUSCEPTIBLES DE SANCIONAR CON LA MULTA QUE PREVÉ Y, POR ENDE, NO VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2010). 
El citado precepto, en relación con los artículos 3o., fracción VII y 99, primer párrafo, de 
la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, no vulnera los principios de legalidad y 
seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues basta una interpretación sistemática de tales 
ordenamientos legales para determinar los elementos esenciales de la conducta, así 
como la forma, contenido y alcance de la infracción, con lo que no se deja al arbitrio 
de la autoridad administrativa establecer las conductas sancionables en términos de 
dicha disposición; además de que la conducta que constituye la infracción sobre la 
cual recaerá la sanción relativa debe estar comprendida en dicha Ley, o bien, en las 
leyes del Seguro Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado y del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, así como en los reglamentos y disposiciones que de ellas emanen. Así, la 
facultad de la autoridad para determinar infracciones que puedan sancionarse 
conforme a la fracción XXVIII del artículo 100, queda acotada a las relacionadas con 
los sistemas de ahorro para el retiro y que no tengan sanción específica en las demás 
fracciones del propio precepto. 
Amparo directo en revisión 2759/2011. Afore Invercap, S.A. de C.V. 30 de noviembre de 
2011. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Everardo 
Maya Arias. 
 


